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Y dale alegría a mi corazón…
LA INCONSTITUCIONALIDAD PROGRAMÁTICA DEL DÉFICIT CERO.
MARCHE PRESO POR VIOLACIÓN DE LA ESPERANZA
Nos invitan a  analizar  la  constitucionalidad de la  ley  25.453,  que consagra  el
famoso “déficit cero” y su consecuente ajuste.
En  primer  lugar  debemos  decir  que  la  expresión  “déficit  cero”  es  más  un  slogan
político,  en  un  país  donde  los  políticos  parecen  meros  publicistas,  que  una
expresión legal.
La ley 25453, sancionada el 30/07/01 y publicada al día siguiente (para las malas
noticias siempre hay apuro)  tiene como predecesor  al  decreto de necesidad y
urgencia 896/01 (derogado por ella) que disponía casi lo mismo.
Intentaremos  dar  un  panorama  de  análisis  constitucional  y  finalizaremos  con
algunas  reflexiones.
El decreto 896/01
En primer lugar cabe distinguir  los ‘decretos delegados’  (en uso de facultades
legislativas delegadas temporariamente por el Congreso al Ejecutivo, por ejemplo
las de la ley 25414) de los ‘decretos de necesidad y urgencia’.
Los primeros se dictan como atribución propia, sujetos a los límites marcados por el
delegante. Los segundos implican el ejercicio (supuestamente excepcionalísimo) de
facultades legislativas (que no han sido delegadas) por parte del ejecutivo.
La ley 25414 (delegación de facultades legislativas) casi ni se usó ni se usará, fue
más un show mediático (¡le damos a Cavallo superpoderes!) que una verdadera
transferencia de facultades.
Entre las prohibiciones de dicha ley encontramos que el poder Ejecutivo no podía
dictar  decretos  delegados  que  impliquen  recortes  de  salarios  o  asignaciones
familiares.
La verdad es que la 25414 no habilita a casi nada y que al Ejecutivo le es mucho
más cómodo usar los decretos de necesidad y urgencia.
Por eso el decreto 896/01 no es delegado sino de necesidad y urgencia: porque la
ley 25414 impide este tipo de medidas.
La Constitución (desde 1994) marca que los decretos de necesidad y urgencia, para
ser  válidos,  deben  pasar  por  una  comisión  legislativa  denominada  “Comisión
Bicameral Permanente” la cual debe opinar y remitirlos a las Cámaras quienes
deben prestar su conformidad o su rechazo (art. 99 inc. 3).
Pero esta comisión nunca se creó. Es obvio: ni a Menem ni a De La Rúa les interesó
crear una comisión que iba a reducir sus poderes. Demostrando una vez más que
no hay diferencias entre el antes y el después del 10 de diciembre de 1999.
Como el pase por la Comisión Bicameral es exigido por la norma constitucional
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(99,3)  Bidart  Campos y otros autores a los  que adhiero entendieron que todo
decreto de necesidad y urgencia es nulo hasta que no se cree la comisión.
Sin  embargo,  nuestra  benemérita  Corte  Nacional  en  el  caso  “Rodríguez,  Jorge
plantea cuestión de competencia en autos caratulados Nieva, Alejandro y otros c/
Poder Ejecutivo s/ amparo ley 16986” (caso ‘aeropuertos’) entendió, en un criterio
criticable pero no falto de alguna lógica, que la inacción de un poder (congreso) no
puede acarrear la pérdida de facultades a otro (Ejecutivo). Es decir: si el congreso
no crea la comisión para controlar al Ejecutivo, peor para el Congreso, pero ello no
puede privar al ejecutivo de dictar decretos.
La corte pareció olvidar que los procedimientos constitucionales no son establecidos
en  beneficio  de  alguno  de  los  poderes  (congreso)  sino  en  beneficio  del  sistema
republicano  de  gobierno.
El decreto también pretendió modificar leyes.
Pero todo esto indica que difícilmente el decreto 896/01 hubiera sido formalmente
atacable. Es decir: la Corte, coherente con su jurisprudencia, habría convalidado la
validez.
Sin embargo, al poder económico (Escassany y demás mandantes) le pareció bueno
tener lo mismo pero por ley. Y sus mandatarios la aprobaron.
La ley 25453
Constitucionalidad del déficit cero
Esta ley es una de las que vulgarmente se denomina ‘ómnibus’ porque su texto
básicamente consiste en modificaciones a varias leyes.
La parte más importante es el art. 10 de la ley 25453 que sustituye el art. 34 de la
ley 24156 (administración financiera):
“Cuando los recursos presupuestarios estimados no fueren suficientes para atender
a  la  totalidad  de  los  créditos  presupuestarios  previstos,  se  reducirán
proporcionalmente los créditos correspondientes a la totalidad del Sector Público
Nacional, de modo de mantener el equilibrio entre gastos operativos y recursos
presupuestarios.
Esto  es  el  déficit  cero.  Si  faltan  ingresos  genuinos  se  recortan  los  egresos.  Así
podemos decir  que el  déficit  cero,  en sí,  no es inconstitucional.  Es una técnica de
administración financiera como cualquier otra.
¿Está mal que si en casa falta plata no le paguemos a tiempo al almacenero? No. Es
lógico.
¿Está mal que si no nos alcanza la plata para comer dejemos de ir a la cancha? No.
Es lógico.
¿Alguien está en desacuerdo que si al Estado le falta plata recorte sus gastos? No.
Es lógico.
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En todo caso lo inconstitucional aparece cuando decidimos qué recortar.  Ahí sí
podemos recaer en la inconstitucionalidad.
Si hubiesen recortado los sueldos de los funcionarios, de los políticos, los subsidios
a  los  trenes,  los  gastos  en  teléfono  en  las  oficinas  públicas,  etc.,  nadie  diría  que
está  mal.
Inconstitucionalidad del recorte
Decíamos que el problema está en el lugar donde aplicamos la tijera.
Veamos dónde la aplica la ley 25453 en el mismo artículo antes citado:
“La reducción afectará  a  los  créditos  respectivos  en la  proporción que resulte
necesaria a tal fin y se aplicará, incluso, a los créditos destinados a atender el pago
de retribuciones periódicas por cualquier concepto, incluyendo sueldos, haberes,
adicionales,  asignaciones  familiares,  jubilaciones,  pensiones,  así  como aquellas
transferencias que los organismos y entidades receptoras utilicen para el pago de
dichos conceptos.
La reducción de los créditos presupuestarios que se disponga de acuerdo con lo
previsto en el presente artículo importará de pleno derecho la reducción de las
retribuciones alcanzadas, cualquiera que fuera su concepto, incluyendo sueldos,
haberes,  adicionales,  asignaciones  familiares,  jubilaciones  y  pensiones.  Estas
últimas  en  los  casos  que  correspondiere.  Las  reducciones  de  retribuciones  se
aplicarán  proporcionalmente  a  toda  la  escala  salarial  o  de  haberes  según
corresponda.”
La tijera pasa sobre salarios y jubilaciones no sólo de empleados públicos ya que
también son afectadas las asignaciones familiares de los trabajadores privados.
Y aquí sí: en principio nos parece inconstitucional el ajuste y no ya la técnica del
déficit cero.
¿Por qué? Porque no hay una alteración de las remuneraciones con carácter de
razonabilidad.  Nosotros  dudamos de la  constitucionalidad de un recorte  fijo  (se  te
recorta el 15 % de tu sueldo y nada más), pero estamos seguros de que un recorte
variable como este (ya que será mayor o menor según el déficit) es inconstitucional
pues quita toda previsibilidad a las relaciones de empleo. El trabajador, con esta
ley, ya no sabe cuánto cobrará a fin de mes.
La Corte Suprema de Justicia de la Nación admitió los recortes de sueldo (actitud
que ya no nos extraña) pero en un supuesto muy distinto. En el caso “Guida”, con la
sola disidencia parcial del ‘peronista’ Petracchi, la Corte convalidó un recorte de
sueldos hecho por Menem.
Veamos la parte más importante del fallo:
“Esta Corte ha reconocido la constitucionalidad de las leyes que suspenden los
efectos de los contratos como los de las sentencias firmes, siempre que no se altere
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la sustancia de unos y otras (Fallos: 243:467), a fin de proteger el interés público en
presencia de desastres o graves perturbaciones de carácter físico, económico o de
otra  índole  (Fallos:  238:76).  En  estos  casos,  el  gobierno  está  facultado  para
sancionar las leyes que considere conveniente, con el límite que tal legislación sea
razonable,  y  no  desconozca  las  garantías  o  las  restricciones  que  impone  la
Constitución. No debe darse a las limitaciones constitucionales una extensión que
trabe  el  ejercicio  eficaz  de  los  poderes  del  Estado  (Fallos:  171:79)  toda  vez  que
acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios (Fallos: 238:76).
La  restricción  que  impone  el  Estado  al  ejercicio  normal  de  los  derechos
patrimoniales debe ser razonable,  limitada en el  tiempo, un remedio y no una
mutación en la sustancia o esencia del derecho adquirido por sentencia o contrato,
y está sometida al  control  jurisdiccional  de constitucionalidad,  toda vez que la
emergencia,  a  diferencia  del  estado  de  sitio,  no  suspende  las  garantías
constitucionales (confr. Fallos: 243: 467).” (CSJN; Guida, Liliana c/ Poder Ejecutivo
Nacional s/ empleo público; 2 DE JUNIO DE 2000)
Coincidimos con la Corte: en casos de verdadera emergencia (acá pareciera que
vivimos en emergencia… ¿eso querrá decir ‘país emergente’?) se pueden afectar
derechos constitucionales  siempre que su limitación no altere  la  sustancia  del
derecho (ver. art. 28 de la CN).
Pero el decreto 1060/2001, reglamentario de la ley 25453, dispone en su artículo 4
que:
“Fíjase en el TRECE POR CIENTO (13%) el porcentaje de reducción a partir del 1 de
julio  de  2001.  Facúltase  a  la  JEFATURA  DE  GABINETE  DE  MINISTROS,  con
intervención de la SECRETARIA DE HACIENDA DEL MINISTERIO DE ECONOMIA, a
modificar  el  porcentaje  de  reducción  establecido  en  el  presente  artículo,  en
concordancia con lo dispuesto por el artículo 34 de la Ley N 24.156 sustituido por el
artículo 10 de la Ley N 25.453.”
Ya ni siquiera el Poder Ejecutivo: ahora el Jefe de Gabinete es quien mes a mes
dispondrá cuánto se ajustará el gasto del Estado. Y no hay plazo ni en la ley ni en su
decreto reglamentario para que termine el ajuste, la supuesta emergencia (que ya
ni siquiera se invoca) no tiene fin.
Concluimos así que la ley 25453 es inconstitucional por el recorte que dispone sin
razonabilidad ni límite de tiempo.
Inconstitucionalidad  de  la  pretensa  limitación  del  control  judicial  de
constitucionalidad
Para terminar señalo que las cláusulas más preocupantes (porque demuestran el
autoritarismo y la soberbia del Ejecutivo) y más ridículas (porque demuestran la
ignorancia de este gobierno que se presentaba como el gobierno de las luces) son
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las que siguen:
Art. 1 decreto 896/01 modificando art. 34 ley 24156
“La presente norma es de orden público. No se podrán ordenar en las causas que
con  motivo  de  ella  se  interpongan,  medidas  cautelares  que  afecten  su
cumplimiento, resultando inaplicables en los respectivos procesos las normas de los
artículos 195 a 233 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.”
Art. 10 de la ley 25453 modificando art. 34 ley 24156
“La presente  norma es  de orden público  y  modifica,  en lo  pertinente,  toda norma
legal,  reglamentaria o convencional  que se le oponga y no se podrá alegar la
existencia de derechos irrevocablemente adquiridos en su contra.”
Arts.  14  y  15  de  la  25453  modificando  los  Códigos  Procesales  Laboral  y  Civil  y
Comercial  de  la  Nación,  disponen  idénticamente:
“Los  jueces  no  podrán  decretar  ninguna  medida  cautelar  prevista  que  afecte,
obstaculice, comprometa, distraiga de su destino o de cualquier forma perturbe los
recursos  propios  del  Estado,  ni  imponer  a  los  funcionarios  cargas  personales
pecuniarias”
Es decir: no se pueden dictar cautelares que impliquen retención de fondos del
Estado ni de dinero de los funcionarios. ¿Qué medida entonces se podrá dictar
contra el Estado? ¿Hay alguna que no implique afectación de dinero?
Las tres normas mencionadas padecen el mismo vicio: intentan limitar el acceso a
la justicia de los ciudadanos y el derecho-deber de los jueces a “entender en todas
las causas…” (art. 116 CN).
Obvio es que el control constitucional es irrenunciable e innegable. Así lo dijeron
hasta ahora todos los jueces de primera instancia que han fallado contra el ajuste
(destacamos “Asociacion Bancaria (Sociedad De Empleados De Banco Y Otros C/
Estado Nacional-Poder Ejecutivo Nacional Y Otros S/Medida Cautelar”). Así lo dijo la
Corte en el caso Guida que transcribimos más arriba.
¿Por  qué?  Porque  es  un  derecho  inalienable  de  los  ciudadanos  de  un  estado
republicano el de plantear ante el Poder Judicial sus cuitas y que este se lo resuelva,
por el sí o por el no. Si el Ejecutivo Nacional pretende sustraer ciertas causas del
conocimiento judicial y resolverlas por sí mismo, sería mejor que nos diga de una
vez  que  esto  no  es  una  República,  ni  mucho  menos  un  Estado  Democrático
Constitucional de Derecho.
Para terminar, una perlita: sería gracioso (si no fuera trágico) observar los motivos
que da el poder para el ajuste.
Citamos sólo uno de los considerandos del decreto 896/01:
Que  como  sociedad  debemos  afrontar  con  nuestros  propios  recursos  el
funcionamiento  del  Estado  Nacional.
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¿Por qué tengo la estúpida pero indeleble sensación de que la sociedad somos
nosotros y no ellos??

LEY DE DEFICIT CERO
BUENOS AIRES, 30 DE JULIO DE 2001
BOLETIN OFICIAL, 31 DE JULIO DE 2001
REGLAMENTACION

Reglamentado por:
DECRETO NACIONAL 1060/2001 ( (B.O. 24/08/2001) REGLAMENTA ART. 11)

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso,
etc., sancionan con fuerza de Ley:
TITULO I
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO (artículos 1 al 2)
ARTICULO 1 – Facúltase al Poder Ejecutivo nacional para modificar
la Ley de Impuesto al Valor Agregado, texto ordenado en 1997 y sus
modificaciones, exclusivamente en los aspectos necesarios
tendientes a establecer que los débitos y créditos fiscales se
imputen al período fiscal en que se perciba y/o pague total o
parcialmente el precio de las operaciones gravadas, de acuerdo a la
definición de percepción y pago que el mismo establezca a tal fin.

ARTICULO 2 – Ratifícase desde su entrada en vigencia el inciso l),
del artículo 1º del Decreto Nº 493 de fecha 27 de abril de 2001.
Con carácter de excepción, para el supuesto en que no se hubiere
trasladado el gravamen en razón de encontrarse ya finalizadas y/o
facturadas las operaciones, la alícuota establecida por la norma
que se ratifica se aplicará respecto de los hechos imponibles que
se perfeccionen a partir del primer día del mes siguiente al de la
vigencia de la presente ley.

TITULO II
IMPUESTOS SOBRE CREDITOS Y DEBITOS EN CUENTAS BANCARIAS
Y OTRAS OPERATORIAS (artículos 3 al 6)
ARTICULO 3 – NOTA DE REDACCION (MODIFICA LEY 25.413)
Modifica a:
LEY 25413 Art.1 ( (B.O. 26/03/2001) SUSTITUYE ARTICULO)
ARTICULO 4 – NOTA DE REDACCION (MODIFICA LEY 25413)
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Modifica a:
LEY 25413 Art.2 ( (B.O. 26/03/2001) SUSTITUYE ARTICULO)

Artículo 5
ARTICULO 5 – NOTA DE REDACCION (MODIFICA LEY 25413)

Modifica a:
LEY 25413 Art.4 ( (B.O. 26/03/2001) SUSTITUYE ARTICULO)

Artículo 6
ARTICULO 6 – Las disposiciones del presente Título entrarán en
vigencia conjuntamente con las normas reglamentarias que dicte el
Poder Ejecutivo nacional en virtud de las sustituciones
establecidas en el mismo.
TITULO III
IMPUESTO A LAS GANANCIAS (artículo 7)
Artículo 7
ARTICULO 7 – NOTA DE REDACCION (MODIFICA DECRETO 860/01)

Modifica a:
DECRETO NACIONAL 860/2001 Art.2 ( (B.O. 2/07/2001) SUSTITUYE INCISO A))

TITULO IV
IMPUESTO SOBRE LOS COMBUSTIBLES LIQUIDOS
Y EL GAS NATURAL (artículo 8)
Artículo 8
ARTICULO 8 – Suspéndese hasta el 31 de diciembre de 2001 la
aplicación de la reducción dispuesta en el artículo 2 del
Decreto Nº 802 de fecha 15 de junio de 2001.

Normas relacionadas:
DECRETO NACIONAL 802/2001 Art.2

TITULO V
CONTRIBUCIONES PATRONALES (artículo 9)
Artículo 9
ARTICULO 9 – NOTA DE REDACCION (MODIFICA DECRETO 814/01)

Modifica a:



MARCHE PRESO POR VIOLACION DE LA ESPERANZA

www.constitucional.com.ar / Autor Domingo Rondina

DECRETO NACIONAL 814/2001 Art.2 ( (B.O. 22/06/2001) SUSTITUYE ARTICULO)

TITULO VI
REGIMEN DE EQUILIBRIO FISCAL CON EQUIDAD (artículos 10 al 13)
Artículo 10
ARTICULO 10. – NOTA DE REDACCION (MODIFICA LEY 24156)

Modifica a:
Ley 24.156 Art.34 ( (B.O. 29/10/92) SUSTITUYE ARTICULO)

Artículo 11
ARTICULO 11. – Los contratos de ejecución afectados por las
reducciones dispuestas en el artículo 34 de la Ley 24.156
podrán revocarse por razones de oportunidad, mérito o
conveniencia en el caso de que los contratistas o proveedores no
acepten la reducción de la contraprestación a cargo del sector
público nacional, siendo de aplicación el artículo 26 de la
Ley 25.344.

Referencias Normativas:
Ley 24.156 Art.34
LEY 25.344 Art.26

Artículo 12
ARTICULO 12. – El Poder Ejecutivo nacional garantizará con los
mayores recursos y ahorros recuperados en las disposiciones de la
presente ley, el restablecimiento de las retribuciones periódicas
por cualquier concepto, incluyendo sueldos, haberes, adicionales,
asignaciones familiares, haberes de jubilados, retirados y
pensionados para todos los que percibían hasta $ 1.000 (UN MIL
PESOS) mensuales, antes de las reducciones.
Artículo 13
ARTICULO 13. – La reforma dispuesta al artículo 34 de la Ley de
Administración Financiera, así como las medidas complementarias que
resultan de la presente ley, resultarán aplicables en lo pertinente
al Poder Legislativo, Poder Judicial y Ministerio Público.
TITULO VII
CODIGOS PROCESALES (artículos 14 al 15)
Artículo 14
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ARTICULO 14. – NOTA DE REDACCION (MODIFICA LEY 17454)

Modifica a:
Ley 17.454 Art.195 ( (B.O. 27/08/1981 ) SUSTITUYE ARTICULO)

Artículo 15
ARTICULO 15. – NOTA DE REDACCION (MODIFICA LEY 18345)

Modifica a:
Ley 18.345 – TEXTO ORDENADO POR DECRETO 106/98 Art.62 ( (B.O. 30/01/98 )
SUSTITUYE ARTICULO)

TITULO VIII
NORMAS COMPLEMENTARIAS (artículos 16 al 21)
Artículo 16
ARTICULO 16. – El Ministerio de Economía y el Ministerio de
Trabajo, Empleo y Recursos Humanos, en lo que fuera materia de
su competencia serán las autoridades de aplicación de la presente
ley.
Artículo 17
ARTICULO 17. – Las disposiciones del artículo 9º comenzarán a regir
para las contribuciones patronales que se devenguen a partir del
primer día del mes siguiente al de entrada en vigencia de la
presente ley.
Artículo 18
ARTICULO 18. – Derógase a partir de la vigencia de la presente ley
los Decretos N 430/2000 y N 896/2001.

Deroga a:
Decreto Nacional 430/2000 ( (B.O. 31/05/2000))
Decreto Nacional 896/2001 ( (B.O. 13/07/2001))

Artículo 19
ARTICULO 19. – La presente ley entrará en vigencia el día de su
publicación en el Boletín Oficial, excepción hecha de las normas
que tienen un plazo especial para su entrada en vigencia.
Artículo 20
ARTICULO 20. – Las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
podrán dictar medidas equivalentes a las previstas en el artículo
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34 de la Ley de Administración Financiera 24.156.
Invítaselas a adherir en lo pertinente a la presente ley o a dictar
en sus respectivas jurisdicciones medidas análogas a las aquí
previstas.
Artículo 21
ARTICULO 21. Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FIRMANTES
PASCUAL-LOSADA-Zavaley-Oyarzún
© 2000 – SAIJ en WWW

DECRETO NACIONAL 1060/2001
DECRETO REGLAMENTARIO DEL ART. 11 DE LA LEY DE DEFICIT CERO
BUENOS AIRES, 22 DE AGOSTO DE 2001
BOLETIN OFICIAL, 24 DE AGOSTO DE 2001
REGLAMENTACION

Reglamenta a:
LEY 25453 Art.11

SINTESIS
SE APRUEBA LA REGLAMENTACION DEL ART. 11 DE LA LEY
25.453 SOBRE CONTRATACIONES DEL SECTOR PUBLICO
NACIONAL
NOTICIAS ACCESORIAS
FECHA APLICACION DESDE: 24/08/2001
CANTIDAD DE ARTICULOS QUE COMPONEN LA NORMA: 9
TEMA
DECRETO REGLAMENTARIO-DEFICIT CERO-CONTRATACIONES
DEL ESTADO
VISTO
VISTO el Expediente N 003268/2001 del Registro de la OFICINA
NACIONAL DE CONTRATACIONES dependiente de la SECRETARIA PARA LA
MODERNIZACION DEL ESTADO de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS y
la Ley N. 25.453 y

Referencias Normativas:
LEY 25453

CONSIDERANDO
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Que en el ámbito de las contrataciones del Sector Público Nacional,
resulta necesario reglamentar la Ley citada en el VISTO.
Que el artículo 34 de la Ley N. 24.156 de ADMINISTRACION FINANCIERA
Y DE LOS SISTEMAS DE CONTROL DEL SECTOR PUBLICO NACIONAL,
modificado por la Ley N. 25.453, establece que cuando los recursos
presupuestarios estimados no fueren suficientes para atender la
totalidad de los créditos presupuestarios previstos, se reducirán
proporcionalmente los créditos correspondientes a la totalidad del
Sector Público Nacional, de modo de mantener el equilibrio entre
gastos operativos y recursos presupuestarios.
Que el artículo 11 de la Ley N 25.453 dispuso extender a los
contratos en ejecución las reducciones antes referidas, debiéndose
en consecuencia establecer el alcance de la mencionada disposición
legal, para una adecuada aplicación de la misma.
Que el artículo 26 de la Ley N 25.344 dispone que cuando se
revoquen por razones de oportunidad, mérito o conveniencia
contratos del Sector Público Nacional, ya sean de servicios, de
suministros o de consultoría, la indemnización que corresponda
abonar al contratista no incluirá el pago de lucro cesante ni
gastos improductivos.
Que atento la naturaleza de las contrataciones previstas en el
decreto 1299/00, Régimen para la Promoción de la Participación
Privada en el Desarrollo de la Infraestructura, ratificado por el
artículo 8 de la Ley N 25.414, corresponde establecer el criterio
a aplicar.
Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS de la SECRETARIA
LEGAL Y TECNICA DE LA PRESIDENCIA DE LA NACION ha tomado debida
intervención.
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades emergentes
del artículo 99 incisos 1 y 2 de la CONSTITUCION NACIONAL.
Por ello,
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA
DECRETA:

Referencias Normativas:
Ley 24.156 Art.34
LEY 25.344 Art.26
LEY 25414 Art.8
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LEY 25453 Art.11
LEY 25453
DECRETO NACIONAL 1.299/2000

Artículo 1
Artículo 1 – A los efectos de la aplicación del artículo 11 de la
Ley N 25.453, en concordancia con el artículo 26 de la Ley
N 25.344, los responsables de las entidades y jurisdicciones
comprendidas en el artículo 8 de la Ley N 24.156, cualquiera sea
su fuente de financiamiento, reasignarán los créditos para mantener
la funcionalidad del organismo, evitando la interrupción de
programas de inversión pública. A tal efecto, los responsables
deberán proceder de acuerdo a las siguientes pautas:
1) Requerirán a los proveedores de bienes y servicios la reducción
dispuesta por el artículo 4 del presente decreto, en la
contraprestación a cargo del Sector Público Nacional.
2) En caso de no obtenerse la conformidad del proveedor, dentro del
plazo de DIEZ (10) días de notificado el requerimiento indicado en
el punto 1), deberá procederse de la siguiente manera:
a) Si la provisión de bienes o la ejecución de los
servicios fuera prescindible para el interés general, se procederá
a revocar el contrato.
b) Si la provisión de bienes o la ejecución de los de servicios
fuera imprescindible, se dispondrá la reducción del ritmo de
ejecución del servicio, de la frecuencia de las entregas o de las
cantidades pedidas de bienes, de modo de adecuar el gasto al
crédito existente, teniendo en cuenta la disminución dispuesta. En
estos casos no se reconocerán el pago de lucro cesante, de gastos
improductivos, indirectos, como de ningún concepto asimilable a
ellos, requiriéndose la conformidad del contratista a estos efectos.
Previo a la instrumentación de la negociación prevista en el punto
2), acápite b) del presente artículo, los responsables de las
entidades y jurisdicciones requerirán la opinión de la respectiva
Unidad de Auditoría Interna.
En lo que hace a los servicios básicos, se mantendrán las
condiciones vigentes hasta tanto se ajuste su tratamiento según las
normas complementarias que a tal efecto dicte la SECRETARIA PARA LA
MODERNIZACION DEL ESTADO, dependiente de la JEFATURA DE GABINETE DE
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MINISTROS.

Referencias Normativas:
Ley 24.156 Art.8
LEY 25.344 Art.26

Artículo 2
Art. 2 – Las contraprestaciones correspondientes a las
contrataciones encuadradas en los sistemas de leasing públicos o en
cualquiera de las modalidades previstas en el Decreto N 1299/ 00 y
sus modificatorias ratificado por Ley N 25.414, constituyen
compromisos derivados de operaciones de crédito público conforme a
lo dispuesto en el artículo 57 inciso a) de la Ley N 24.156 y se
considerarán en las mismas condiciones que los demás compromisos
financieros.

Referencias Normativas:
Ley 24.156 Art.57 (Inciso a).)
LEY 25414
DECRETO NACIONAL 1.299/2000

Artículo 3
Art. 3 – Las disposiciones del artículo 11 de la Ley 25.453 se
aplicarán exclusivamente a los contratos con prestaciones
recíprocas pendientes.
Las contraprestaciones a cargo del Estado correspondientes a
prestaciones cumplidas en contratos de suministro, servicio u obra,
se considerarán en las mismas condiciones de los demás compromisos
financieros.
Artículo 4
Art. 4 – Fíjase en el TRECE POR CIENTO (13%) el porcentaje de
reducción a partir del 1 de julio de 2001. Facúltase a la JEFATURA
DE GABINETE DE MINISTROS, con intervención de la SECRETARIA DE
HACIENDA DEL MINISTERIO DE ECONOMIA, a modificar el porcentaje de
reducción establecido en el presente artículo, en concordancia con
lo dispuesto por el artículo 34 de la Ley N 24.156 sustituido por
el artículo 10 de la Ley N 25.453.

Referencias Normativas:
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Ley 24.156 Art.34
LEY 25453 Art.10

Artículo 5
Art. 5 – Establécese que a partir de la entrada en vigencia del
presente, al emitir la respectiva orden de compra o contrato para
la adquisición de bienes o servicios, los responsables de las
entidades y jurisdicciones deberán entregar al proveedor una
certificación en la que conste que existe saldo de crédito
presupuestario y de cuota de compromiso en las partidas
correspondientes.
Artículo 6
Art. 6 – La SINDICATURA GENERAL DE LA NACION fiscalizará el
efectivo cumplimiento de lo dispuesto en el presente decreto.
Artículo 7
Art. 7 – Facúltase a la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES
dependiente de la SECRETARIA PARA LA MODERNIZACION DEL ESTADO de la
JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS para dictar las normas
aclaratorias e interpretativas del presente decreto.
Artículo 8
Art. 8 – El presente decreto será de aplicación a partir de su
publicación en el Boletín Oficial, con la vigencia establecida en
el artículo 4.
Artículo 9
Art. 9 – Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCION NACIONAL DEL
REGISTRO OFICIAL y archívese.
FIRMANTES
DE LA RUA-Cavallo-Bastos
© 2000 – SAIJ en WWW

Artículo 1

*ARTICULO 1 – Establécese un impuesto, cuya alícuota será fijada
por el Poder Ejecutivo nacional hasta un máximo del SEIS POR MIL
(6%)que se aplicará sobre:
a) Los créditos y débitos efectuados en cuentas cualquiera sea
su naturaleza abiertas en las entidades regidas por la
Ley de Entidades Financieras.
b) Las operatorias que efectúen las entidades mencionadas en el
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inciso anterior en las que sus ordenantes o beneficiarios no
utilicen las cuentas indicadas en el mismo, cualquiera sea la
denominación que se otorgue a la operación, los mecanismos
empleados para llevarla a cabo incluso a través de movimiento de
efectivo y su instrumentación jurídica.
c) Todos los movimientos de fondos, propios o de terceros, aun en
efectivo, que cualquier persona, incluidas las comprendidas en la
Ley de Entidades Financieras, efectúe por cuenta propia o por
cuenta y/o a nombre de otras, cualesquiera sean los mecanismos
utilizados para llevarlos a cabo, las denominaciones que se les
otorguen y su instrumentación jurídica, quedando comprendidos los
destinados a la acreditación a favor de establecimientos adheridos
a sistemas de tarjetas de crédito y/o débito.
En los casos previstos en los incisos b) y c) precedentes, se
entenderá que dichas operatorias y/o movimientos, reemplazan los
créditos y débitos aludidos en el inciso a) del presente artículo,
por lo que a tal fin corresponderá aplicar el doble de la tasa
vigente sobre el monto de los mismos.
Facúltase al Poder Ejecutivo nacional, a definir el alcance
definitivo de los hechos gravados en los incisos precedentes, como
así también para crear un régimen especial de determinación para
las entidades financieras aludidas.
El impuesto se hallará a cargo de los titulares de las cuentas
bancarias a que se refiere el inciso a) del presente artículo, de
los ordenantes o beneficiarios de las operaciones comprendidas en
el inciso b) del mismo, y en los casos previstos en el inciso c),
de quien efectúe el movimiento de fondos por cuenta propia.
Cuando se trate de los hechos a los que se refieren los incisos a)
y b), las entidades comprendidas en la Ley de Entidades Financieras
actuarán como agente de percepción y liquidación, y en el caso del
inciso c), el impuesto será ingresado por quien realice el
movimiento o entrega de los fondos a nombre propio, o como agente
perceptor y liquidador cuando lo efectúa a nombre y/o por cuenta de
otra persona.
El impuesto se determinará sobre el importe bruto de los débitos,
créditos y operaciones gravadas, sin efectuar deducción o
acrecentamiento alguno por comisiones, gastos, o conceptos
similares, que se indiquen por separado en forma discriminada en
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los respectivos comprobantes, perfeccionándose el hecho imponible
en el momento de efectuarse el débito o crédito en la respectiva
cuenta, o en los casos de los incisos b) y c), cuando, según sea el
tipo de operatoria, deba considerarse realizada o efectuado el
movimiento o entrega, respectivamente.

Modificado por:
LEY 25453 Art.3 ( (B.O. 31/07/2001) ARTICULO SUSTITUIDO CON VIGENCIA
ESPECIAL POR
ART. 6)

Artículo 2

*ARTICULO 2 -Estarán exentos del gravamen:
a) Los créditos y débitos en cuentas bancarias, como así
también las operatorias y movimientos de fondos,
correspondientes a los Estados nacional, provinciales, las
municipalidades y al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos
Aires, e Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y
Pensionados, estando excluidos los organismos y entidades
mencionados en el artículo 1º de la Ley 22.016.
b) Los créditos y débitos en cuentas bancarias correspondientes a
las misiones diplomáticas y consulares extranjeras acreditadas en
la República Argentina, a condición de reciprocidad.
c) Los créditos en caja de ahorro o cuentas corrientes bancarias
hasta la suma acreditada en concepto de sueldos del personal en
relación de dependencia o de jubilaciones y pensiones, y los
débitos en dichas cuentas hasta el mismo importe.
A los efectos del impuesto establecido en la presente ley, no serán
de aplicación las exenciones objetivas y/o subjetivas dispuestas en
otras leyes nacionales aun cuando se tratare de leyes generales,
especiales o estatutarias, decretos o cualquier otra norma de
inferior jerarquía normativa.
Facúltase al Poder Ejecutivo nacional a establecer exenciones totales o parciales del
presente impuesto en aquellos casos en que lo estime pertinente.

Referencias Normativas:
Ley 21.526
Ley 22.016
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Ley 20.628 – TEXTO ORDENADO POR DECRETO 649/97
Modificado por:
LEY 25453 Art.4 ( (B.O. 31/07/2001) ARTICULO SUSTITUIDO CON VIGENCIA
ESPECIAL POR ART. 6)

Artículo 3

ARTICULO 3- El producido de este impuesto queda afectado a la
creación de un Fondo de Emergencia Pública que administrará el
Poder Ejecutivo nacional con destino a la preservación del crédito
público y a la recuperación de la competitividad de la economía
otorgándole preferencia a la actividad de las pequeñas y medianas
empresas.

Artículo 4

*ARTICULO 4 – Facúltase al Poder Ejecutivo nacional para disponer
que el Impuesto previsto en la presente ley, en forma parcial
o total, constituya un pago a cuenta de todos o algunos de los
impuestos y contribuciones sobre la nómina salarial con la única
excepción de las correspondientes al régimen nacional de obras
sociales, cuya aplicación, percepción y fiscalización se encuentre
a cargo de la Administración Federal de Ingresos Públicos, entidad
autárquica en el ámbito del Ministerio de Economía.

Modificado por:
LEY 25453 Art.5 ( (B.O. 31/07/2001) ARTICULO SUSTITUIDO CON VIGENCIA
ESPECIAL POR
ART. 6)

Artículo 5

ARTICULO 5.- El impuesto establecido por la presente ley se regirá por
las disposiciones de laley 11.683 (texto ordenado en 1998 y sus modificaciones)
y su aplicación, percepción y
fiscalización, se hallará a cargo de la Dirección General Impositiva.

Referencias Normativas:
LEY 11683 – TEXTO ORDENADO POR DECRETO 821/98
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Artículo 6

ARTICULO 6 – La Administración Federal de Ingresos Públicos
dependiente de la Jefatura de Gabinete de Ministros establecerá los
plazos, forma y oportunidad de los pagos correspondientes al
impuesto establecido por la presente ley.

Artículo 7

ARTICULO 7.- Los artículos 1 a 6 de la presente ley entrarán en vigor
desde el día siguiente al de su publicación y tendrán efecto para
los créditos y débitos efectuados hasta el 31 de diciembre de 2002.

Artículo 8

ARTICULO 8.- NOTA DE REDACCION (MODIFICATORIO DELEY 24452)

Modifica a:
Ley 24.452 Art.66 ( (B.O 02/03/1995 ) SUSTITUYE INCISO 1)

Artículo 9

ARTICULO 9.- Redúcese a mil pesos ($ 1.000) el importe establecido
en el artículo 1 de la ley 25.345.

Modifica a:
LEY 25.345 Art.1 ( (B.O 19/10/2000) REDUCE IMPORTE)

Artículo 10

ARTICULO 10.- Deróganse el último párrafo delartículo 2 , y lospárrafos segundo,
tercero, cuarto, quinto y sexto del artículo 62 del Anexo I aprobado por el
artículo 1 de la ley 24.452, textos según leyes 24.760 y 25.300.
A partir de la vigencia de la presente ley, el Banco Central de la
República Argentina no podrá establecer sanción alguna a los
cuentacorrentistas, en particular de inhabilitación, por el libramiento
de cheques comunes o de pago diferido sin fondos, así como por la falta
de registración de cheques de pago diferido. La Base de Datos de
Cuentacorrentistas Inhabilitados que administra actualmente el Banco
Central de la República Argentina queda sin efecto a partir de la
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vigencia de la presente ley, por lo que las inhabilitaciones allí
registradas a la fecha, caducarán en forma automática y no tendrán
efecto alguno a partir de la vigencia de la presente ley. El Poder
Ejecutivo nacional, deberá incluir anualmente en los proyectos de
Ley de presupuesto los recursos necesarios para la atención de los
discapacitados, como mínimo en los niveles previstos en la ley de Presupuesto
Nacional del año 2001.

Referencias Normativas:
LEY 25.401
Modifica a:
Ley 24.452 Art.2 ( (B.O. 02/03/1995) SE DEROGA ULTIMO PARRAFO)
Ley 24.452 Art.62 ( (B.O. 02/03/1995) SE DEROGAN LOS PARRAFOS
SEGUNDO,TERCERO, CUARTO, QUINTO Y SEXTO)

Artículo 11

*ARTICULO 11. – Los fondos correspondientes a provincias en concepto
de coparticipación federal de impuestos, fondos específicos y
acuerdos especiales deberán transferirse en la forma y demás
condiciones establecidas por las partes. Respecto a los derechos
adquiridos, referidos a diferentes beneficios, otorgados a través
de determinados subsidios o exenciones impositivas y/o tributarias,
deberán ser respetados en todos sus alcances de acuerdo a la
legislación vigente.

Nota de redacción. Ver:
LEY 25414 Art.3 ( (B.O. 30/03/2001) ARTICULO RATIFICADO EN TODOS SUS
TERMINOS Y ALCANCES INCLUYENDO EN SUS TERMINOS A LA CIUDAD AUTONOMA
DE BUENOS AIRES )

Artículo 12

ARTICULO 12. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FIRMANTES

PASCUAL-LOSADA-Allende-Oyarzún

© 2000 – SAIJ en WWW



MARCHE PRESO POR VIOLACION DE LA ESPERANZA

www.constitucional.com.ar / Autor Domingo Rondina

DECRETO NACIONAL 860/2001
DECRETO MODIFICATORIO DE LA LEY DE IMPUESTO A LAS GANANCIAS.
BUENOS AIRES, 29 DE JUNIO DE 2001
BOLETIN OFICIAL, 2 DE JULIO DE 2001

SINTESIS

SE MODIFICA LA LEY DE IMPUESTO A LAS GANANCIAS.

NOTICIAS ACCESORIAS

NUMERO DE ARTICULO QUE ESTABLECE LA ENTRADA EN VIGENCIA: 2
FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA: 2/7/2001

Modifica a:
Ley 20.628 – TEXTO ORDENADO POR DECRETO 649/97 Art.23 ( INC. B), POR ART. 1 )
Ley 20.628 – TEXTO ORDENADO POR DECRETO 649/97 Art.23 ( INC. C), POR ART. 1 )
Ley 20.628 – TEXTO ORDENADO POR DECRETO 649/97 Art.81 al 3 ( 3er PARR. INC.
A), POR
ART. 1 )
Modificado por:
LEY 25453 Art.7 ( INC. A) ART. 2 SUST. (B.O. 31-07-2001) )

TEMA

PODER EJECUTIVO NACIONAL-FACULTADES DEL PODER
EJECUTIVO-DELEGACION LEGISLATIVA-IMPUESTO A LAS
GANANCIAS

VISTO

la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 1997 y
sus modificaciones y la Ley N. 25.414, y

Referencias Normativas:
LEY 25414
Ley 20.628 – TEXTO ORDENADO POR DECRETO 649/97

CONSIDERANDO
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Que en el marco de las facultades conferidas por esta última ley,
el PODER EJECUTIVO NACIONAL ha adoptado una serie de medidas
tendientes a superar la crisis recesiva que sufre el país, las
cuales sentarán las condiciones para lograr el crecimiento
sostenido de la economía.
Que en dicho contexto, a través de convenios de competitividad se
han dispuesto exenciones de gravámenes como también reducciones de
alícuotas y pagos a cuenta, con el objeto de crear las condiciones
que incidan positivamente en la oferta de bienes y servicios e
incrementar, a su vez, la demanda de los mismos.
Que por ello corresponde introducir variantes en el impuesto a las
ganancias en el sentido de revertir, en la medida de las actuales
posibilidades presupuestarias, el impacto que produjeron las
disposiciones de la Ley N. 25.239 en la determinación del gravamen
de las personas físicas.
Que, asimismo, se estima oportuno incrementar a VEINTE MIL PESOS ($
20.000) el monto anual deducible en concepto de intereses
provenientes de créditos hipotecarios que fueren otorgados a
personas físicas y sucesiones indivisas, por la compra o
construcción de inmuebles destinados a casa habitación del
contribuyente o del causante, según corresponda.
Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS del MINISTERIO DE
ECONOMIA ha tomado la intervención que le compete.
Que la presente medida se dicta de acuerdo con las facultades
conferidas al PODER EJECUTIVO NACIONAL por el artículo 1 de la Ley
N. 25.414.
Por ello,

EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA
DECRETA:

Referencias Normativas:
Ley 25239
LEY 25414 Art.1

Artículo 1

Artículo 1 – Modifícase la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto
ordenado en 1997 y sus modificaciones, de la siguiente forma:
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a) Sustitúyense los incisos b) y c) del artículo 23, por los
siguientes:
“b) En concepto de cargas de familia siempre que las personas que
se indican sean residentes en el país, estén a cargo del
contribuyente y no tengan en el año entradas netas superiores a
CUATRO MIL VEINTE PESOS ($ 4.020), cualquiera sea su origen y estén
o no sujetas al impuesto:
1) DOS MIL CUATROCIENTOS PESOS ($ 2.400) anuales por cónyuge;
2) UN MIL DOSCIENTOS PESOS ($ 1.200) anuales por cada hijo, hija,
hijastro o hijastra menor de veinticuatro (24) años o incapacitado
para el trabajo;
3) UN MIL DOSCIENTOS PESOS ($ 1.200) anuales por cada descendiente
en línea recta (nieto, nieta, bisnieto o bisnieta) menor de
veinticuatro (24) años o incapacitado para el trabajo; por cada
ascendiente (padre, madre, abuelo, abuela, bisabuelo, bisabuela,
padrastro y madrastra); por cada hermano o hermana menor de
veinticuatro (24) años o incapacitado para el trabajo; por el
suegro, por la suegra; por cada yerno o nuera menor de veinticuatro
(24) años o incapacitado para el trabajo.
Las deducciones de este inciso sólo podrán efectuarlas el o los
parientes más cercanos que tengan ganancias imponibles”.
“c) En concepto de deducción especial, hasta la suma de SEIS MIL
PESOS ($ 6.000) cuando se trate de ganancias netas comprendidas en
el artículo 49, siempre que trabajen personalmente en la actividad
o empresa y de ganancias netas incluidas en el artículo 79.
Es condición indispensable para el cómputo de la deducción a que se
refiere el párrafo anterior, en relación a las rentas y actividad
respectiva, el pago de los aportes que como trabajadores autónomos
les corresponda realizar, obligatoriamente, al Sistema Integrado de
Jubilaciones y Pensiones, o a las cajas de jubilaciones
sustitutivas que corresponda.
El importe previsto en este inciso se elevará en un DOSCIENTOS POR
CIENTO (200%) cuando se trate de las ganancias a que se refieren
los incisos a), b) y c) del artículo 79 citado. La reglamentación
establecerá el procedimiento a seguir cuando se obtengan además
ganancias no comprendidas en este párrafo.”
b) Sustitúyese el tercer párrafo del inciso a) del artículo 81,
incorporado por la Ley N. 25.402, por el siguiente:
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“No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los sujetos
indicados en el mismo podrán deducir el importe de los intereses
correspondientes a créditos hipotecarios que les hubieren sido
otorgados por la compra o construcción de inmuebles destinados a
casa habitación del contribuyente, o del causante en el caso de
sucesiones indivisas, hasta la suma de VEINTE MIL PESOS ($ 20.000)
anuales. En el supuesto de inmuebles en condominio, el monto a
deducir por cada condómino no podrá exceder al que resulte de aplicar
el porcentaje de su participación sobre el límite establecido
precedentemente.”

Artículo 2

*Art. 2 – Las disposiciones del presente decreto entrarán en
vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial y surtirán
efecto:
a) Lo dispuesto en el inciso a) del artículo 1: desde el ejercicio
fiscal 2002.
en curso a la fecha de publicación del presente decreto.
b) Lo dispuesto en el inciso b) del artículo 1: para las deudas
contraídas por préstamos hipotecarios otorgados a partir del 1 de
enero de 2001, inclusive.

Artículo 3

Art. 3 – Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del
Registro Oficial y archívese.

FIRMANTES

DE LA RUA – Colombo – Cavallo

© 2000 – SAIJ en WWW

Decreto 896/01

BUENOS AIRES, 11 JULIO 2001

VISTO las Leyes Nros. 23.928, 24.144, 24.156, 24.241, 24.463, 25.152, 25.164,
25.344 y 25.414 y el Decreto N° 430 de fecha 29 de mayo de 2000, y
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CONSIDERANDO

Que, resulta necesario resolver adecuadamente la situación en la que puede
encontrarse la Administración General de la Nación, cuya responsabilidad política
recae en el PODER EJECUTIVO NACIONAL, cuando debe administrar recursos
escasos para cumplir lo dispuesto en diferentes regímenes legales que regulan la
moneda, la administración financiera del Estado, los derechos resultantes de los
regímenes de seguridad social y de la función pública, entre otros.
Que, en tal sentido, la resolución de esta cuestión viene a armonizar el saneamiento
de las finanzas públicas y privadas que iniciaran las Leyes de Convertibilidad, N°
23.928, de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector
Público Nacional, N° 24.156, del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones N°
24.241, con la modificación introducida por la Ley de Solidaridad Previsional N°
24.463, todas las cuales son compatibles a su vez, con la Carta Orgánica del BANCO
CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA, Ley N° 24.144.
Que, en efecto, dichas leyes han establecido la imposibilidad del Gobierno nacional
de emitir dinero sin respaldo en divisas, a la vez que criterios estrictos de
financiamiento genuino de los gastos que demande la administración del Sector
Público Nacional.
Que, congruentemente con ello, en la Ley de Presupuesto de cada ejercicio debe
aprobarse el cálculo de recursos y la autorización de gastos correspondientes.
Que, sin embargo, debe destacarse que en tanto los gastos son ciertos, el cálculo
de los recursos presupuestarios para atenderlos puede no ajustarse exactamente a
la realidad, sufriendo desplazamientos temporales como consecuencia de los ciclos
económicos.
Que por su parte, el artículo 56 de la Ley N° 24.156 prohíbe recurrir al crédito
público para financiar gastos operativos.
Que, por ello, resulta conveniente que la legislación atienda adecuadamente esta
cuestión señalando el modo de ajustar los gastos al nivel que corresponda de
acuerdo a la existencia de recursos genuinos para atenderlos.
Que para el logro de tal propósito la Ley N° 24.463 ya resolvió que la movilidad de
las prestaciones se ajustará a los recursos que haya previsto la Ley de Presupuesto
de cada año.
Que en lo relativo al derecho a la retribución justa de las personas vinculadas
laboralmente a la Administración, así como el resto de sus derechos, se ajusta a
«las modalidades establecidas en las leyes, en las normas reglamentarias y, en
cuanto corresponda en los convenios colectivos de trabajo», de conformidad al
artículo 16 de la Ley N° 25.164.
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Que la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION ha manifestado que «las
relaciones jurídicas provenientes de leyes jubilatorias no son contractuales ni
privadas, sino de derecho público y de manifiesto carácter asistencial (Fallos
242:141), de lo cual se deriva, entre otras circunstancias y como lo enfatizó el
precedente invocado, que no es forzoso que exista una estricta proporcionalidad
entre los aportes recibidos y las prestaciones acordadas por las cajas» (in re
«Chocobar, Sicto Celestino», 27 de diciembre de 1996).
Que en tal sentido, el precedente en el que se ilustrara la CORTE SUPREMA DE
JUSTICIA DE LA NACION para considerar compatible con la Constitución Nacional el
criterio de movilidad elegido por el legislador en la Ley N° 24.463, el Alto Tribunal
había sentado que «cuando las finanzas de la institución llegan a fallar por el
transcurso de los años hasta hacerse imposible el cumplimiento regular de las
obligaciones contraídas, ya porque los cálculos actuariales que le sirvieron de base
resultaron errados, ya porque intervinieron otros factores de perturbación no
previstos, una reforma general y reconstructiva impuesta por la necesidad de volver
a poner las cosas en su quicio, equilibrando los egresos con los ingresos, que eche
mano del recurso extremo de reducir los beneficios, actuales y futuros, dentro de
una proporcionalidad justa y razonable, haciendo así efectivo el principio de
solidaridad en que descansan estas instituciones, no puede ser objetada como
arbitraria e inconstitucional. Lo justifica el interés público y la impone la
conservación misma del patrimonio común de los afiliados». «Una reforma general
y reconstructiva de las finanzas de la Caja -continuó la Corte- no puede reducirse a
rebajar los emolumentos a acordar, dejando incólumes los acordados ya, sin romper
la equidad y armonía que deben existir entre los afiliados a una misma Caja,
además de que se restaría eficacia a la reforma. Tan acreedores al beneficio son los
primeros afiliados como los que les suceden, y si para salvar la solvencia de la Caja
se rebajan los emolumentos de unos, deben imponer igual o proporcional sacrificio
a los otros» (in re «López Tiburcio y otros c/Provincia de Tucumán», CSJN, 1937).
Que similares principios se aplican a los funcionarios y empleados públicos,
respecto de los cuales la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION ha
establecido que «No existe un derecho adquirido a mantener el nivel de la
remuneración futura sin variantes y en todas las circunstancias. Aun la estabilidad
administrativa reconocida en el artículo 14 bis de la Constitución, es susceptible de
razonable limitación ‘en ocasión de grave penuria nacional’, por lo que ante la
misma situación, no puede juzgarse inicua la decisión de disminuir -
razonablemente- las remuneraciones que deben ser atendidas con el presupuesto
de la Nación», y en el mismo pronunciamiento sentó doctrina judicial estableciendo
que «No media lesión a la garantía del artículo 17 de la Constitución Nacional,
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cuando como en el caso, por razones de interés público, los montos de las
remuneraciones de los agentes estatales son disminuidos para el futuro sin
ocasionar alteración sustancial del contrato de empleo público en la medida en que
la quita no resultó confiscatoria o arbitrariamente desproporcionada». (in re «Guida,
Liliana c/Poder Ejecutivo Nacional s/empleo público», 2 de junio de 2000).
Que en el mismo pronunciamiento la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION
señaló que «con relación a la garantía establecida en el artículo 14 bis de la
Constitución Nacional se ha puntualizado, que el derecho a la estabilidad en el
empleo público no es absoluto, de modo que coloque a sus beneficiarios por encima
del interés general, al obligar a mantenerlos en actividad aunque sus servicios
dejen de ser necesarios, ya sea por motivos de economía o por otras causas
igualmente razonables.»
Que, sin embargo, en las actuales circunstancias se considera más razonable
mejorar la legislación, ejerciendo a tal efecto las facultades que delegara el
HONORABLE CONGRESO DE LA NACION en el PODER EJECUTIVO NACIONAL para
administrar esta emergencia, de modo que sea posible la disminución de las
retribuciones de empleados, jubilados y pensionados de un modo general y
proporcional, para disminuir el peso individual del esfuerzo que deba asumir cada
uno.
Que esta medida permitirá eliminar la rigidez a la baja de las partidas destinadas al
pago de salarios y jubilaciones, permitiendo el funcionamiento de los organismos y
reparticiones para que atiendan los fines públicos para los que fueron creados con
los recursos destinados para ello.
Que como sociedad debemos afrontar con nuestros propios recursos el
funcionamiento del Estado Nacional.
Que como se advierte fácilmente la Nación Argentina no puede depender del curso
que sigan los mercados financieros y de capitales, ni de los auxilios circunstanciales
que puedan obtenerse en el exterior. De tal manera, la fortaleza de la recuperación
definitiva de la solvencia intertemporal del Sector Público Nacional se asienta en un
conjunto de medidas que se han adoptado para recuperar los niveles
presupuestados de ingresos fiscales así como para reducir a su mínima expresión
los gastos del Sector Público Nacional, sin que ello afecte el cumplimiento de sus
roles esenciales, proveyendo a su vez de reformas estructurales que tienden a
mejorar significativamente el acceso de la población a servicios esenciales como
son los relativos a la salud pública y a la educación.
Que se encuentra en vigencia la declaración de emergencia económica-financiera
dispuesta por el HONORABLE CONGRESO DE LA NACION mediante la Ley 25.344.
Que la crítica situación de emergencia económico-financiera por la que atraviesa el
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Estado Nacional configura una circunstancia excepcional que hace imposible seguir
los trámites ordinarios previstos por la Constitución Nacional para la sanción de las
leyes resultando imperioso el dictado del presente.
Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS del MINISTERIO DE ECONOMIA
ha tomado la intervención que le compete.
Que la presente medida se dicta en ejercicio de las atribuciones conferidas por el
artículo 99, incisos 1 y 3 de la Constitución Nacional.
Por ello.
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA
EN ACUERDO GENERAL DE MINISTROS
DECRETA:
ARTICULO: 1° – Sustitúyese el artículo 34 de la Ley N° 24.156 el cual quedará
redactado de la siguiente forma:
«ARTICULO 34.- A los fines de garantizar una correcta ejecución de los presupuestos
y de compatibilizar los resultados esperados con los recursos disponibles todas las
jurisdicciones y entidades deberán programar para cada ejercicio, la ejecución física
y financiera de los presupuestos, siguiendo las normas que fijará la reglamentación
y las disposiciones complementarias y procedimientos que dicten los órganos
rectores de los sistemas presupuestario y de tesorería, excepción hecha de las
jurisdicciones del Poder Legislativo, del Poder Judicial y del Ministerio Público que
continuarán rigiéndose por las disposiciones contenidas en el artículo 16 de la Ley
N° 16.432, en el artículo 5°, primer párrafo de la Ley N° 23.853 y en el artículo 22
de la Ley N° 24.946, respectivamente.
Dicha programación será ajustada y las respectivas cuentas aprobadas por los
órganos rectores en la forma y para los períodos que se establezca.
El monto total de las cuotas de compromiso fijadas para el ejercicio no podrá ser
superior al monto de los recursos recaudados durante éste.
Cuando los recursos presupuestarios estimados no fueren suficientes para atender
la totalidad de los créditos presupuestarios previstos, se reducirán
proporcionalmente los créditos correspondientes a la totalidad del Sector Público
Nacional de modo de mantener el equilibrio entre gastos operativos y recursos
presupuestarios. La reducción afectará los créditos respectivos en la proporción que
resulte necesaria a tal fin, y se aplicará incluso a los créditos destinados a atender
el pago de retribuciones periódicas por cualquier concepto, incluyendo, sueldos,
haberes, adicionales, asignaciones familiares, jubilaciones y pensiones, así como a
aquellas transferencias que los organismos o entidades receptoras utilicen para el
pago de dichos conceptos.
La reducción de los créditos presupuestarios que se disponga de acuerdo con lo
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previsto en el presente artículo, importará de pleno derecho la reducción de las
retribuciones alcanzadas, cualquiera que fuere su concepto, incluyendo sueldos,
haberes, adicionales, asignaciones familiares, jubilaciones y pensiones. Las
reducciones de retribuciones se aplicarán proporcionalmente a toda la escala
salarial o de haberes, según corresponda, sin discriminaciones de ningún tipo.
Esta ley modifica en lo pertinente toda norma legal, reglamentaria o convencional
que se le oponga y no se podrá alegar la existencia de derechos irrevocablemente
adquiridos en su contra.
La presente norma es de orden público. No se podrán ordenar en las causas que
con motivo de ella se interpongan, medidas cautelares que afecten su
cumplimiento, resultando inaplicables en los respectivos procesos las normas de los
artículos 195 a 233 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.
ARTICULO 2°.- Los contratos en ejecución afectados por las reducciones dispuestas
en el artículo 34 de la Ley N° 24.156 podrán revocarse por razones de oportunidad,
mérito o conveniencia en el caso de que los contratistas o proveedores no acepten
la reducción de la contraprestación a cargo del Sector Público Nacional, siendo de
aplicación el artículo 26 de la Ley N° 25.344.
ARTICULO 3°.- Derógase el Decreto N° 430 de fecha 29 de mayo de 2000.
ARTICULO 4°.- Deróganse el artículo 9° de la Ley Complementaria Permanente de
Presupuesto N° 11.672 (t.o. 1999) y el primer párrafo del artículo 18 de la Ley N°
25.401.
ARTICULO 5°.- El presente decreto tendrá vigencia a partir del día de su publicación
en el Boletín Oficial.
ARTICULO 6°.- Dése cuenta el HONORABLE CONGRESO DE LA NACION, en virtud de
lo dispuesto por el artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional.
ARTICULO 7°.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro
Oficial y archívese.


